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22 de octubre del 2014

Intervención sobre Financiamiento Público a Partidos Políticos en México

El tema de la fiscalización, esta tarea que realiza la autoridad electoral, es una de las que mayor transformación ha experimentado dada la Reforma Constitucional y a las leyes secundarias de este 2014 y con la que además nace el Instituto Nacional Electoral.

Ahora vamos a un nuevo Modelo de Fiscalización donde tenemos, una vez más, una Comisión de este Consejo General ocupada de estas tareas, como en su momento hubo en el Instituto Federal Electoral, aquella Comisión de Fiscalización que indagó y sancionó los emblemáticos casos de “Pemexgate” y “Amigos de Fox”; pero ahora con una Unidad Fiscalizadora Especializada que, a diferencia de lo que ocurrió en la última etapa del Instituto Federal Electoral, ya no tendrá autonomía técnica, sino que está supeditado a las directrices de la propia Comisión de Fiscalización.

Con la Reforma se multiplica el número de sujetos obligados, se reducen los plazos para hacer la fiscalización y además, incrementa las consecuencias de las violaciones en materia de uso de los recursos, incluso abre la posibilidad para que se anulen elecciones si se rebasan los topes de gasto de campaña.

Hoy estamos en transición entre el Modelo anterior y lo que ya establece la Constitución Política y la ley, de tal manera que es la Comisión quien trae el Dictamen a este Consejo General, pero es un Dictamen que se formula con una norma que ya está abrogada, el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales. Estamos entonces en tránsito, estamos dejando algo atrás y llegando a nuevas prácticas.

El nuevo Modelo descansa en la existencia y en la operación de un Sistema de Fiscalización en línea y en el cumplimiento de tiempos muy acotados, por lo tanto, para que este Modelo funcione, hay cosas que todavía se están permitiendo o tolerando, que en el futuro no pueden tener lugar, como la entrega extemporánea de información.

Todo debe estar en el Sistema de Contabilidad registrado oportunamente. De lo contrario, estaríamos abriendo una grieta en la línea de flotación del Modelo y haríamos inaplicable el Sistema de Contabilidad. Por eso, la entrega extemporánea debe ser extirpada. Los plazos fatales eso tienen que ser y se deben de cumplir con toda precisión.

Por ejemplo, hoy, si bien respaldo y acompaño la propuesta que ha formulado el Presidente de la Comisión de Fiscalización, el Consejero Electoral Benito Nacif, para mandar algunas conclusiones a oficiosos, lo cierto es que por ejemplo, en el caso del Partido de la Revolución Democrática se trata en buena medida de oficiosos por entregas extemporáneas, como incluso nos lo comentaron en los días que nos reunimos antes de la sesión.

Eso no puede seguir ocurriendo, hay que decirlo con toda claridad, es algo que todavía puede ocurrir cuando se hace una contabilidad a partir de entrega de documentación física en papel, no puede tener lugar esto, cuando todo se registre en un Sistema de Contabilidad.

¿Qué otras cosas convendría dejar atrás? Hoy se abre un oficioso para analizar los recursos que el Partido Revolucionario Institucional canalizó a la Confederación Nacional de Organizaciones Populares (CNOP), debemos fijar con claridad en el Reglamento de Fiscalización que próximamente apruebe este Consejo General, que los  donativos, las aportaciones que hagan los partidos políticos a sus organizaciones adherentes o similares, sólo sea por actividades específicas. Esas son algunas de las cosas que tenemos que hacer.

Ahora bien, en los últimos días y cada que se discute el tema del financiamiento público y la fiscalización, se dan embates contra los recursos públicos canalizados a los partidos que, recordemos, son entidades de interés público en la Constitución Política.

¿Qué nos dice el Dictamen Consolidado que ahora discutimos? Que de los 3 mil 670 millones de pesos que recibieron los partidos políticos como financiamiento público en 2013, tenemos observaciones sobre el 3.5 por ciento, es decir, los partidos están usando los recursos públicos que reciben para los fines que la ley contempla. Esa es una buena noticia, insisto, sólo tenemos observaciones sobre 3.5 por ciento.

De estas observaciones, 2.84 por ciento implican una sanción, ¿Qué quiere decir? Que de cada 100 pesos que gastaron los partidos, esta autoridad revisó el conjunto y entiende que 2.84, 2 pesos con 84 centavos, de cada 100 pesos que recibieron los partidos, no se usaron, se justificaron de manera adecuada.

Y 72 centavos de cada 100 pesos que recibieron los partidos, los estamos enviando a oficiosos para, en efecto, hacer una indagación más profunda y precisa.

¿Qué quiere decir esto? Que México ha apostado por un Modelo de Financiamiento Público, donde los partidos, a diferencia de lo que ocurre en Estados Unidos, no dependan de los recursos de las grandes corporaciones, o no ocurra como en otros países donde se prohíbe el financiamiento público, como Venezuela donde no hay condiciones equitativas de la competencia y donde la democracia se va lesionando, de tal manera que México tiene un Modelo que hay que apuntalar, que hay que, por supuesto, hacer más exigente como ya lo plantea la Reforma a la Constitución y a la ley.

Pero, creo que el Dictamen que hoy tenemos a nuestra consideración es una buena noticia del adecuado funcionamiento de un Modelo de Financiamiento y Fiscalización a la política.
